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PAÍS VASCO

La polémica volvió a sacudir
ayer el ámbito judicial vasco,
que no era escenario de mareja-
das desde la llegada de Juan
Luis Ibarra a la presidencia del
Tribunal Superior. Y ha sido el
propio Ibarra quien ha desenca-
denado esta vez la discordia con
la firmación que hizo el miérco-
les de que la protección de los
jueces frente a ETA se mantiene
igual tras la tregua de la organi-
zación terrorista. No tardaron
ayer en contradecirle varios ma-
gistrados a título particular y la
mayoritaria Asociación Profesio-
nal de la Magistratura (APM) a
través de un duro comunicado.

Ibarra afirmó que todos los
jueces vascos, salvo quienes se
han negado a ello expresamen-
te, mantienen la protección. Elu-
dió concretar, sin embargo, que
una decena de magistrados, al-
gunos de los cuales ocupan in-
cluso cargos de relevancia, se
han quedado desde febrero sin
uno de los dos guardaespaldas
que antes les custodiaban. Esta
reducción se ha compensado en
todos los casos con la adopción
demedidas complementarias co-
mo la contravigilancia.

Fue el consejero de Interior,
Rodolfo Ares, quien el pasado
mes de septiembre anunció una
reorganización de la protección
personal de los jueces que iba a
basarse en una nueva evalua-
ción de riesgos. No ha sido la
retirada puntual de escoltas, sin
embargo, la que ha puesto en
pie a la judicatura, sino el miedo
a una reducción mucho más
drástica en las próximas sema-
nas. Pese a la tregua etarra, este
temor se ha incrementado tras
conocer que los miembros del
último comando detenido en
marzo, el Otazua, disponían de
información sobre algunos ma-
gistrados a los que habían reali-
zado seguimientos.

La sección vasca de la conser-
vadora APM se mostró contun-
dente al cargar contra Ibarra
por primera vez desde su toma
de posesión hace un año. La aso-
ciación criticó que algunos ma-
gistrados han conocido la reduc-
ción de su protección personal
“de forma indirecta, sin que na-
die haya mantenido con ellos
una entrevista a efectos de valo-
rar sus riesgos”. En este sentido,
consideró que la merma del ser-
vicio de escoltas “no ha sido en
absoluto aclarada” por parte del
Departamento de Interior.

La agrupación conservadora
de jueces desveló que con fecha
1 de abril estaba prevista una
nueva reducción de guardaespal-
das, pero aclaró que la decisión
“se logró aplazar” finalmente
hasta que la Administración
cumpla “el deber elemental de
contacto e información perso-

nal con cada interesado”, que a
día de hoy, en su opinión, no se
ha realizado. Quizá por este mo-
tivo, la APM consideró que “no
resulta sencillo explicar las de-
claraciones” de Ibarra, dado que
conoce de primera mano “la si-
tuación y el acuerdo que hace
una semana adoptó la Sala de
Gobierno del Superior”.

La asociación mostró su
“más absoluto rechazo” a cual-
quier medida de reducción en
los servicios de escolta “en tanto
no se explique de manera por-
menorizada y sin provocar agra-
vios comparativos cuáles son las
razones objetivas y que en cada
caso concreto lo justifican”. To-
do un aviso a navegantes, si se
tiene en cuenta que es la agrupa-
ción mayoritaria en los órganos
de representación de la judicatu-
ra vasca. Una posición en la que
no está sola, ya que coincide con
la de magistrados progresistas
de Jueces para la Democracia
(JpD) e independientes.

Lo cierto es que el papel no
se antoja sencillo para Ibarra, co-
mo máximo representante de
una judicatura abocada a sufrir
los mismos recortes de protec-
ción personal que se han aplica-
do ya a otros colectivos como el
de los antiguos altos cargos o al-
gunos políticos actuales. En esta
decisión, adoptada de forma uni-
lateral por parte de Interior, en
la que confluyen dos causas prin-
cipales: por un lado, el descenso
de la actividad terrorista por par-
te de ETA y su tregua actual, por
otro, la crisis económica y la con-
secuente necesidad de reducir
el nivel de gasto.

Los jueces contradicen a Ibarra y sostienen
que la reducción de escoltas es “drástica”
La APM critica que Interior no ha aclarado “en absoluto” el reajuste adoptado

El Colegio de Abogados de Álava
se sumó ayer a la campaña im-
pulsada ya en otras provincias
españolas contra la restricción
de derechos que puede suponer
la reforma de la justicia gratuita
prevista en varias comunidades
autónomas, entre ellas la vasca.
El presidente del órgano territo-
rial, Javier García, afirmó que la
reducción presupuestaria pre-
vista exigirá “más por menos” a
los letrados del turno de oficio,
cerca de 35.000 en todo el país, y
endurecerá el control de la pres-
tación, lo que dificultará que
buena parte de los ciudadanos
puedan acceder a ella.

García declaró a EL PAÍS que
“la versión definitiva” del nuevo
decreto de justicia gratuita que
ha elaborado el Gobierno vasco,
cuya entrada en vigor se espera
para comienzos de 2012, “es de
hace un mes”, pero aclaró que
se mantiene abierta a la concre-
ción de algunas materias a tra-
vés de anexos. A esta opción se
aferran los tres Colegios de Abo-
gados vascos, que mantienen
una posición discrepante del Eje-
cutivo en varios apartados. En-
tre otros, critican que se preten-
den reducir las coberturas, que
se perjudicará la calidad del ser-
vicio y que se reducirán los re-
cursos destinados a la forma-
ción de los profesionales.

La visión de la abogacía con-
trasta con la esgrimida por el

Gobierno autónomo, que en fe-
brero pasado ya avanzó que este
año el presupuesto destinado a
la justicia gratuita crecerá un
20%. “Es momento de atender
prioridades y hemos considera-
do que otras necesidades son
menos perentorias”, llegó a ma-
nifestar en su momento la vice-
consejera de Justicia, María Vic-
toria Cinto.

García repasó ayer la situa-
ción actual de la justicia gratui-
ta y las previsiones de futuro du-
rante una jornada convocada al
efecto en la sede del Colegio de
Abogados de Álava, a la que asis-
tieron también el presidente del
Consejo Vasco de la Abogacía,
Domingo Arizmendi, y el presi-
dente de la comisión de asisten-
cia jurídica gratuita del Consejo

General de la Abogacía Españo-
la, Luis Nieto. El objetivo princi-
pal era dar a conocer entre la
sociedad la figura de los letra-
dos de oficio y su completa for-
mación, “ya que nada tiene que
ver con la que se suele trasladar
en las películas”. Más de 200 pro-
fesionales atienden la asistencia
jurídica de los ciudadanos alave-
ses con menos recursos.

Si la pasada semana alertaba
sobre los discursos xenófo-
bos que están calando en la
sociedad vasca debido a la si-
tuación económica actual, el
Ararteko pidió ayer a las insti-
tuciones públicas vascas que
hagan un esfuerzo mayor pa-
ra atender a la diversidad, ha-
ciendo referencia especial-
mente a la etnia gitana.

La institución que encabe-
za Iñigo Lamarca difundió
una declaración institucional
con motivo del Día Interna-
cional del Pueblo Gitano, que
se celebra hoy. Esta minoría
étnica, la más importante de
la Unión Europea, sufre hoy
en día “situaciones de desi-
gualdad de trato y discrimina-
ción en el plano social, ali-
mentadas por prejuicios y es-
tereotipos que son injustos y
erróneos”. Volvió a incidir de
este modo en la existencia de
discursos carentes de rigor
que se han generado en la so-
ciedad vasca.

Para atajar las desigualda-
des manifiestas a las que se
enfrenta el pueblo gitano, el
Ararteko aboga por poten-
ciar su integración trabajan-
do tanto en la faceta educati-
va como la sanitaria o la in-
clusión social de este colecti-
vo. El primer plan vasco diri-
gido específicamente a las ne-
cesidades del pueblo gitano
son recientes, tal y como re-
cuerda la declaración, ya que
fue elaborado en 2004.

Por ello, “hay que atender
con medidas públicas que
permitan su participación so-
cial, política y económica”, es-
pecifica el defensor del pue-
blo vasco. La Unión Europea
ya está trabajando en este
sentido.

Exclusión social
El Defensor vasco hace hinca-
pié en los “estados de exclu-
sión o de marginación social”
en los que se encuentran mu-
chas personas de etnia gita-
na. También hace referencia
a los elevados riesgos de ex-
clusión a los que se enfren-
tan. Lamarca ve entre las cau-
sas principales “las dificulta-
des de acceso a una vivienda
digna” de este colectivo.

El Ararteko pide en su de-
claración la cooperación de
los distintos estados miem-
bros de la Unión Europea pa-
ra poner en práctica las ini-
ciativas de la región en el ám-
bito de la diversidad y la bús-
queda de la igualdad para las
distintas etnias.

En este sentido, la Comi-
sión Europea ya ha aprobado
un plan para reducir la discri-
minación y favorecer el acce-
so de personas de etnia gita-
na a la educación, la sanidad,
el empleo o la vivienda. El
Parlamento Europeo tam-
bién ha establecido diversas
prioridades.

El Colegio de Abogados alavés ve problemas
en la reforma de la justicia gratuita

El Ararteko pide
más esfuerzos
para evitar la
discriminación
de los gitanos

U. MORÁN, Bilbao

Nieto, Arizmendi y García (de izquierda a derecha), durante la jornada celebrada ayer en Vitoria. / p. j. phanse
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EL PAÍS, Vitoria

La protección a
varios magistrados
ya se disminuyó
hace dos meses

La APM rechaza
cualquier rebaja
que no se explique
de forma detallada
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